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ALGUNAS OBSERVACIONES QUE EFECTÚAN CONJUNTAMENTE:

LA ASOCIACIÓN LIBRE DE ABOGADOS (ALA)

Y LA ASOCIACIÓN PRO DERECHOS HUMANOS DE ESPAÑA (APDHE)

EN RELACIÓN CON EL 5º INFORME PERIÓDICO PRESENTADO POR EL GOBIERNO DE ESPAÑA (11-12-07) EN RELACIÓN CON EL ARTÍCULO 40 DEL PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS

Párrafo 4.e).- Ministerio Fiscal.- Es importante destacar que, a tenor del artículo 124.4 C.E., el Fiscal General del Estado es nombrado por el Rey, a propuesta del Gobierno. Tal sistema supone una dependencia directa del Ministerio Fiscal respecto del Ejecutivo y, por tanto, compromete seriamente su independencia, como se ha venido poniendo de manifiesto en numerosos casos.
Párrafo 8.- Recurso de amparo.- La función del control de constitucionalidad de las resoluciones jurisdiccionales a través del recurso de amparo venía sufriendo desde hace años un serio retroceso, incrementándose de manera vertiginosa las inadmisiones inmotivadas de recursos de amparo por simples providencias.

Tal deterioro de la función del Tribunal Constitucional ha venido incrementándose por la lucha sectaria presentada en su seno (al igual que en el Consejo General del Poder Judicial) por los dos grandes partidos parlamentarios, agudizada tras haberse negado el Partido Popular a la renovación de sus miembros, bloqueando dicha renovación, tras haber perdido la mayoría parlamentaria en las elecciones de 2004.
Tal posibilidad de inadmisión masiva había sido propiciada por la reforma, que el informe señala, operada por Ley Orgánica 6/88. Y ha alcanzado su culminación mediante la promulgación de la Ley Orgánica 6/07 de 24 de mayo, que modifica una vez más la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, so pretexto de riesgo del colapso del Tribunal y de una mayor eficacia en el cumplimiento de sus fines, haciendo necesaria una previa admisión en la que, entre otros requisitos, se examina la concurrencia de algo tan etéreo como la "especial trascendencia constitucional del recurso". 
Tal exigencia causa una gravísima quiebra del principio de seguridad jurídica y, como era de temer, está siendo aplicada con criterios de admisibilidad restrictiva, al tiempo que la nueva regulación del incidente de nulidad de actuaciones introducida por la misma ley al modificar la Ley Orgánica 66/85, de 1 de julio, del Poder Judicial, sobre el incidente de nulidad de actuaciones, exigido casi de forma obsesiva por el Tribunal, ha contribuido a la inadmisión masiva de los recursos.

Por tanto, la protección constitucional de los derechos fundamentales en el orden interno se ha debilitado y restringido de forma muy grave.

Párrafo 57.- Penas.- Si bien es cierto que el Código Penal estableció un nuevo sistema de penas, sustituyendo en muchos casos las penas privativas de libertad por otras que afectan a bienes jurídicos menos básicos, lo cierto es que estas últimas no se aplican generalmente, constituyendo la pena privativa de libertad el eje básico de nuestro Código Penal, incluso para delitos de escasa entidad.

Por ejemplo, la pena de arresto de fines de semana fracasó totalmente, habiendo sido posteriormente suprimida de nuestro ordenamiento. Los trabajos en beneficio de la Comunidad tienen escasa aplicación por falta de programas y recursos adecuados, así como las medidas de seguridad consistentes en programas de formación o reeducación.
Por otra parte, como quiera que el Código Penal de 1995 impuso, en general, unas penas mucho más graves que las impuestas por el Código anterior (téngase en cuenta que en España existía una reducción, de hecho, de un tercio de la condena por trabajo penitenciario) y, además, en sus múltiples reformas posteriores, sobre todo durante el periodo 2000 a 2004, se fueron incrementando las penas aplicables, se ha producido un enorme incremento de la población penitenciaria, como se reconoce en el propio informe, pasando España a tener una de las ratio más altas entre preso y habitante, cuando hace años tenía uno de los índices más bajos.

Párrafo 64.- Aumento de la población penitenciaria.- Como antes se ha dicho, alcanza unas cifras gravemente preocupantes. Téngase en cuenta que el número de personas privadas de libertad es aún mayor, ya que a las cifras de población penitenciaria hay que sumar las cifras de menores en Centros de Internamiento, los extranjeros también detenidos, por plazo de hasta 40 días, en Centros de Internamiento, y todas las personas que, diariamente, son detenidas policialmente y que después, antes de las 72 horas, son puestas en libertad o, cuando son puestas a disposición judicial, no se decreta prisión preventiva contra las mismas. Es decir, que el número de personas que cada día padece privación de libertad en España es bastante superior al de las cifras de población penitenciaria, aunque se incluyan en las mismas tanto las cifras del Servicio de Prisiones de la Generalitat de Catalunya como las del resto del Estado para obtener la cifra global.
Párrafo 68.- Todo lo que en dicho párrafo se predica no deja de ser un desideratum de futuro, pero nada tiene que ver con la situación actual, donde la regla general es el cumplimiento en régimen cerrado, generalmente en segundo grado penitenciario, con una aplicación muy restrictiva del régimen abierto o tercer grado y de las libertades condicionales.

La filosofía progresista que refiere el informe viene ya predicándose desde la llegada del PSOE al Gobierno, en el año 2004, pero las mejoras reales han sido tan tenues y lentas que se puede decir que han sido difícilmente perceptibles. Se saludan, pues, con alborozo tales proyectos, pero existen dudas de que exista, en realidad, voluntad política y recursos humanos y materiales para llevarla a cabo.

Párrafo 79.- Torturas y malos tratos policiales.- Se debe hacer constar que no existe una política de "tolerancia cero" con los malos tratos, siendo numerosos los casos en que funcionarios acusados de torturas o malos tratos permanecen en sus puestos o, una vez condenados, no son apartados. Son, incluso, numerosos los casos de indultos a funcionarios condenados en firme por tortura.

Por otra parte, se omite en el informe la grave problemática que afecta a las policías locales, que vienen acaparando en los últimos años el mayor número de quejas y denuncias por el maltrato a ciudadanos. Las policías locales, inexplicablemente, han ampliado sus competencias, sin una preparación adecuada, en un clima muchas veces de impunidad e irresponsabilidad que ha dado lugar a la aparición de numerosos casos de corrupción policial, en que actuaban como auténticas mafias. Con posterioridad al informe del Gobierno se ha conocido un espectacular caso de mafia policial en la localidad madrileña de Coslada, tolerada durante años por Alcaldes de distinto signo político, que iba acumulando un importante número de denuncias por malos tratos, sistemáticamente archivadas, y en la que aparecen presuntamente implicados al menos dos jueces.
Párrafo 94.- Incomunicación. El dilatado plazo de detención policial incomunicada ha sido objeto de reiteradas críticas, como un factor que propicia la perpetración de la tortura.

Párrafo 103.- Centros de Internamiento de Extranjeros.- El Gobierno pretende ampliar el plazo de internamiento de 40 a 60 días (pretensión que pretende justificar en la Directiva Europea de Retorno, a cuyo efecto emitieron voto favorable a la misma la inmensa mayoría de los Eurodiputados del partido en el Gobierno).

Existen multitud de quejas sobre el funcionamiento y las condiciones de los Centros de Internamiento que, en condiciones, en general, peores que las de una prisión, mantienen privadas de libertad a personas que no han cometido delito alguno.
El Gobierno ha negado reiteradamente la entrada en dichos centros de detención a ONG's y organizaciones de Derechos Humanos.

Párrafo 110.- 

a) No solamente ha crecido la litigiosidad por habitante sino que, además, ha crecido la población española en su conjunto, por lo que la litigiosidad también ha crecido en números absolutos, y no sólo relativos.
b) El "importante esfuerzo" que ha realizado el Reino de España es notoriamente insuficiente tanto en medios humanos como materiales. No ha existido, en ninguno de los Gobiernos de diferente signo político, auténtica voluntad política de acabar con esta situación. Por ejemplo, en los debates televisados con motivo de las últimas elecciones entre los líderes de los dos partidos principales, no se pronunció ni una sola vez la palabra "Justicia".
Los medios humanos y materiales son claramente insuficientes y también la demarcación y planta judicial, con evidentes desigualdades entre unos y otros territorios, en relación con el número de habitantes y de litigios. Especialmente grave es el caso de Madrid, con una relación juez/habitantes muy desfavorable con respecto de otras zonas. Todo ello hace que la justicia sea enormemente lenta y, por tanto, injusta, y que el justiciable y los profesionales que en su nombre intervienen no reciban el trato esperable en un Estado de Derecho.
Párrafo 114.- Doble instancia en materia penal.- Dicho derecho, sancionado en el artículo 14.5 del Pacto, y cuyo incumplimiento ha dado lugar a varios dictámenes del Comité de Derechos Humanos en contra de España, continúa sin hacerse efectivo, pese a que, como se dice en el informe, se preveía ya en el año 2003 la "generalización de la segunda instancia penal". Sobre este punto ha tratado recientemente, en sus conclusiones preliminares de 14 de mayo, el Relator Especial de NN.UU. sobre la Promoción y la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales en la Lucha contra el Terrorismo, Sr. Martin Sheinin.

Párrafo 124.- Secreto de las intervenciones telefónicas.- Aunque es cierto que la jurisprudencia constitucional y de los Tribunales ordinarios han ido colmando las notables lagunas que padece el artículo 579 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en materia de intervención de comunicaciones, sin embargo, el precepto no ha sufrido la oportuna reforma, dando lugar a interpretaciones contradictorias y contrarias al principio de seguridad jurídica. La S.T.C. de 23 de octubre de 2003 proclamaba que "el artículo 579 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal adolece de vaguedad e indeterminación en aspectos esenciales, por lo que no satisface los requisitos necesarios exigidos por el artículo 18.3 C.E. para la protección del derecho al secreto de las comunicaciones, interpretado, como establece el artículo 10.2. C.E., de acuerdo con el artículo 8.1 y 2 del C.E.D.H. (insuficiencia de regulación sobre el plazo máximo de duración de las intervenciones -de hecho, se suceden prórrogas indefinidas-, delimitación de la naturaleza y gravedad de los hechos en virtud de cuya investigación puedan acordarse, control del resultado de las intervenciones telefónicas y de los soportes en que conste dicho resultado, circunstancias en las cuales puede o debe procederse a borrar o destruir las cintas, especialmente en casos de sobreseimiento o absolución...).
Párrafo 124.- Libertad religiosa. Es cierto que el artículo 16.1 C.E. garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto y que el artículo 16.3 C.E. manifiesta que "ninguna confesión tendrá carácter estatal". Sin embargo, la vigencia de los llamados "concordatos entre el Reino de España y la Santa Sede" instauran un régimen de privilegio de la confesión católica en materia fiscal, de enseñanza y otros, que suponen una evidente quiebra de la aconfesionalidad del Estado.
Madrid, 3 de julio de 2008

